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Tribunal Superior de Bogotá acoge postura de la Procuraduría General de la Nación y aumenta la pena impuesta a los señores Miguel, Manuel y Guido Nule; así como a Mauricio Galofre Amín
 

 
       En el mes de enero (Boletín 025 del 19 de enero 2012) el procurador general de la Nación, Alejandro Ordóñez Maldonado, a través de la delegada en Asuntos Penales, había solicitado la nulidad del fallo de primera instancia y, de manera subsidiaria, mayor punibilidad dado que la pena no correspondía a una sanción digna y proporcional al daño causado.
 
Bogotá, 14 de junio de 2012. Acogiendo la solicitud presentada por la Procuraduría General de la Nación, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Penal, aumentó la pena impuesta a los señores Miguel Eduardo Nule Velilla, Manuel Francisco Nule Velilla, Guido Alberto Nule Marino y Mauricio Galofre Amin, por el delito de peculado por apropiación cometido en concurso, en el denominado “carrusel de la contratación” en la ciudad de Bogotá.
El pasado 19 de enero el Ministerio Público (Boletín 025 19 de enero 2012) solicitó la anulación del fallo de primera instancia al argumentar que se vulneraron las garantías procesales y, de manera subsidiaria, que se incremente el quantum punitivo, es decir, las circunstancias relacionadas y la mayor punibilidad existentes en este caso, las cuales no fueron tenidas en cuenta por el juez que profirió el fallo en diciembre de 2011.
El Tribunal Superior de Bogotá acogió los argumentos jurídicos planteados por la Procuraduría y en el día de hoy modificó la sentencia aumentando la pena así:  Manuel, Miguel y Guido Nule: 29 años, 11 meses y 1 día, atendiendo la rebaja por el allanamiento a cargos queda en 14 años, 11 meses y 15 días. En cuanto al procesado Mauricio Galofre Amín, le impuso la pena de 21 años y un día, con la rebaja mencionada, la pena quedo en 10 años y 6 meses de prisión.
 
De conformidad al fallo del Tribunal, se le dio la razón a la postura de la Procuraduría de incrementar la sanción, atendiendo circunstancias de mayor punibilidad imputadas por la Fiscalía por haber actuado dentro de la actividad ilícita en coparticipación criminal y aprovechando la posición distinguida que los sentenciados ocupaban en la sociedad, por su cargo, posición económica, poder u oficio como empresarios de la construcción que los hiciera merecedores de ser beneficiarios para adjudicarles varios contratos.
 

